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anulamos en cuanto fijan el haber de retiro del recurrente en 
cuantía inferior al 90 por 100 del regulador, debiendo realizarlo 
en ese po-centaje, y manteniendo los demás pronunciamientos 
de las resoluciones impugnadas. Sin imposición de costas.

Así, por esta nuestra sentencia, definitivamente juzgando, lo 
pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 6 de septiembre de 1964.—P. D., el Director general 

de Personal, Federico Michavila Pallares.
Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo

de Justicia Militar.

24065 ORDEN 111/01844/1984, de 6 de septiembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 18 de 
mayo de 1984, en el recurso contencioso-adminis­
trativo interpuesto por don Joaquín Fernández Ló­
pez, Cabo de la Armada.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribuna] Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Joaquín Fernán­
dez López, quien postula por sí mismo, y de otra, como deman­
dada, la Administración Pública, representada y defendida por 
e. Abogado del Estado, contra resoluciones del Consejo Supremo 
de Justicia Militar de 25 de marzo de 1981 y Je 23 de febrero de 
1983, se ha dictado sentencia, con fecha 18 de mayo de 1984, 
cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que aceptando el allanamiento de la Administra­
ción, estimamos el recurso c jntencioso-administrativo interpues­
to por don Joaquín Fernández López contra las resoluciones de 
la Sala de Gobierno del Consejo Supremo de Justicia Militar 
de 25 de marzo de 1981 y de 23 de febrero de 1983, las que anu­
lamos en cuanto fijan el haber de retiro del recurrente en cuan­
tía inferior al 90 por 100 del regulador, debiendo realizarlo en 
ese porcentaje, y manteniendo los demás pronunciamientos de 
las resoluciones impugnadas. Sin imposición de costas.

Así, por esta nuestra sentencia que se publicará en el "Bo­
letín Oficia] del Estado” e insertará en la "Colección Legisla­
tiva , definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y 
firmarnos.»

En su - irtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el articulo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 6 de septiembre de 1984.—P. D., el Director genera] 

de Personal, Federico Michavila Pallares.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo
de Juslicia Militar.

24066 ORDEN 111/01861/1984, de 6 de septiembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 17 
de abril de 1984 en el recurso contencioso-adminis­
trativo interpuesto por don Esteban Sánchez Ortiz, 
ex Fogonero Preferente de la Armada.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Esteban 
Sánchez Ortiz, quien postula por si mismo, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defendi­
da por el Abogado del Estado, contra la resolución del Ministerio 
de Defensa do 6 de mayo de 1981, se ha dictado sentencia 
con fecha 17 de abril de 1984, cuya parte dispositiva es como 
sigue:

«Fallamcs: Estimamos parcialmente el recurso contencioso- 
administrativo interpuesto por don Esteban Sánchez Ortiz, en 
su propio nombre y derecho, contra la resolución del Ministerio 
de Defensa de 6, de mayo de 1981, dictada en el expediente ad­
ministrativo a que se refieren estas actuaciones, resolución 
que anulamos por no ser conforme a derecho, y declaramos el 
derecho que corresponde al recurrente a la aplicación de los 
beneficios derivados del Real Decreto-ley 6/1978, con las conse­
cuencias legales a ello inherentes, y determinamos, a los efectos 
del artículo 3," del indicado Decreto-ley, como empleo el de 
Sargento, y no hacemos expresa imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, testimonio de la cual será 
remitido para su ejecución, junto con el expediente a la oficina 
de origen, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me confiere 
el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa número 
54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus propiot 
términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 6 de septiembre de 1984.—P. D., el Director general 

de Personal, Federico Michavila Pallarás.

Excmo. Sr. Almirante Jefe del Estado Mayor dé la Arma­
da (AJEMA).

24067 ORDEN 111/01862/1984, de 6 de septiembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 4 de 
mayo de 1984, en el recurso contencioso-adminis­
trativo interpuesto por don Domitilo Salas Salas.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Quinta de la Audiencia Na­
cional, entre partes, de una, como demandante, don Domitilo 
Salas Salas, quien postula por sí mismo, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defen­
dida por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Ministe­
rio de Defensa de 31 de marzo y 15 de noviembre de 1979, 
se ha dictado sentencia con fecha 4 de mayo de 1984, cuya 
parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando el recurso contencioso-administra- 
tivo interpuesto por don Domitilo Salas Salas contra las resoli- 
ciones del Ministerio de Defensa de 31 de marzo y 15 de no­
viembre de 1979, por las que le fue denegada ál recurrente la 
aplicación de los beneficios del Real Decreto-ley 6/1978, debe­
mos anular y anulamos las expresadas resoluciones impug­
nadas, por su disconformidad a derecho; y, en su lugar, debe­
mos declarar y declaramos el derecho del recurrente a que le 
sean aplicados los referidos beneficios, con las consecuencias 
legales inherentes a esta declaración; sin imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, testimonio de la cual será 
remitido en su momento a la oficina de origen, a los efectos 
legales, i unto con el expediente en su caso, lo pronunciamos, 
mandamos y firmamos.

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me confiere 
el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa número 
54/1982, de 18 de marzo, dispongo que se cumpla en sus pro­
pios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dos guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 6 de septiembre de 1984.—P. D., el Director general 

de Personal, Federico Michavila Pallarás.
Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Ejér­

cito (JEME).

24068 ORDEN 111/01863/1984, de 6 de septiembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 10 
de octubre de 1983, en el recurso contencioso-ad­
ministrativo interpuesto por don José Ruiz García, 
Cabo de Artillería.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Quinta de la Audiencia Na­
cional, entre partes, de una, como demandante, don José Ruiz 
García, quien postula por sí mismo, y de otra, como demandada, 
la Administración Pública, representada y defendida por el 
Abogado del Estado, contra resoluciones del Ministerio de Defen­
sa de 16 de julio y 5 de noviembre de 1981, se ha dictado 
sentencia con fecha 10 de octubre de 1983, cuya parte dispositiva 
es como sigue:

«Fallamos: Que debemos desestimar y desestimamos el pre­
sente recurso conLencioso-administrativo interpuesto por don Jo­
sé Ruiz García, en su propio nombre y derecho, contra resolu­
ciones del Ministerio de Defensa de 16 de julio y 5 de noviem­
bre de 1981, las que declaramos ser las mismas ajustadas a de­
recho, y no hacemos expresa imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, testimonio de la cual será 
remitido en su momento a la oficina de origen, a los efectos 
legales, junto con el expediento, ©n su caso, lo pronunciamos, 
mandamos y firmamos.

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me confiere
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el artículo 3.” de ia Orden del Ministerio £e Defensa número 
54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus propios 
términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 6 de septiembre de 1984 —P. D., el Director general 

de Personal, Federico Michavila Pallarás.
Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Ejér­

cito (JEME).

24069 ORDEN 111/01864/1984, de 6 de septiembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 16 
de marzo de 1984, en el recurso contencioso-ad­
ministrativo interpuesto por don Silverio Ruiz Dai­
miel, Alférez de Complemento de Infantería.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Quinta de la Audiencia Na­
cional, entre partes, de una, como demandante, don Silverio 
Ruiz Daimiel, quien postula por Sí mismo, y de otra, como de­
mandada, la Administación Púhlica, representada y defendida 
por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Ministerio de 
Defensa de 16 de julio de 1980 y 21 de enero de 1981, se ha dic­
tado sentencia con fecha 16 de marzo de 1984, cuya parte dispo­
sitiva es como sigue:

«Fallamos: Que rechazando el motivo de inadmisibilidad pro­
puesto, debemos desestimar y desestimamos el recurso conten­
cioso-administrativo interpuesto por don Silverio Ruiz Daimiel, 
contra las resoluciones del Ministerio de Defensa de 16 de julio 
de 1980 y 21 de enero de 1981, denegatorias de los beneficios 
del Real Decreto-ley 0/1978, sin imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, testimonio de la cual será 
remitido en su momento a la oficina de origen, a los efectos 
legales, junto con el expediente, en su caso, lo pronunciamos, 
mandamos y firmamos.

En su virtud, de conformidad con io establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso da las facultades que me confiere 
el articulo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa número 
54/1982. de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus propios 
términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 6 de septiembre de 1984.—P. D., el Director general 

de Personal, Federico Michavila Pallarás.
Excmo.. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Ejér­

cito (JEME).

24070 ORDEN 111/01865/1984, de 6 de septiembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 27 
de febrero de 1984, en el recurso contencioso-ad­
ministrativo interpuesto por doña Emilia Romero 
Avilés, viuda de don Francisco Menoyo Baños, Ca­
pitán de Ingenieros.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Quinta de la Audiencia Na­
cional, entre partes, de una, como demandante, doña Emilia Ro­
mero Avilés, quien postula por sí misma, y de otra, como de­
mandada, la Administración Pública, representada y defendi­
da por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Ministerio 
de Defensa de 9 de julio de 1980 y 17 de marzo de 1981, se ha 
dictado sentencia con fecha 27 de febrero de 1984, cuya parte 
dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que debemos desestimar y desestimamos el pre­
sente recurso contencioso-administrativo interpuesto por el Pro­
curador don José Sánchez Jáuregui, en nombre y representación 
de doña Emilia Romero Avilés, contra resoluciones del Minis­
terio de Defensa de 9 de julio de 1980 y 17 de marzo de 1981, 
las que declaramos ser las mismas ajustadas a derecho, y no 
hacemos expresa imposición de costas.

Asi por esta nuestra sentencia, testimonio de la cual será 
remitido en su momento, a la oficina de origen, a los efectos 
legales ¡unto con el expediente, en su caso, lo pronunciamos, 
mandamos y firmamos.

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de la6 facultades que me confiere 
el artículo 3." de la Orden del Ministerio de Defensa número 
54/1982 de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus pro­
pios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 6 de septiembre de i984.—P. D., el Director general 

de Personal, Federico Michavila Pallarás.
Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Ejér­

cito (JEME).

24071 ORDEN 111/01866/1984, de 6 de septiembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 30 
de enero de 1984, en el recurso contencioso-admi­
nistrativo interpuesto por don Joaquín Quiñonero 
García, Cabo de Artillería.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo segui­
do en única instancia ante la Sección Quinta de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Joaquín 
Quiñonero García, quien postula por sí mismo, y de otra, 
como demandada, la Administración Pública, representada y 
defendida por el Abogado del Estado, contra resolución del 
Ministerio de Defensa, de 8 de enero de 1982, se ha dictado Sen­
tencia con fecha 30 de enero de 1984, cuya parte dispositiva 
es como sigue:

«Fallamos: Que estimando el recurso contencioso-administra­
tivo interpuesto por don Joaquín Quiñonero García, en su propio 
nombre y derecho contra la resolución del Ministerio de Defensa 
de 8 de enero de 1982, desestimatoria del recurso de reposición 
promovido frente a la de 12 de junio de 1981, en cuanto por ella, 
en aplicación al recurrente de los beneficios del Real Decreto- 
ley 6/1978, se determinó, que de haber continuado en activo, 
habría alcanzado por antigüedad el empleo de Cabo primero 
debemos anular y anulamos las expresadas resoluciones impug­
nadas, por su disconformidad a derecho, en cuanto a la referida 
determinación y sus consecuencias, fijando como tal el empleo 
de Capitán, con las consecuencias legales inherentes a esta 
nueva determinación sin imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, testimonio de la cual será 
remitido en su momento a la oficina de origen, a los efectos 
legales junto con el expediente, en su caso, lo pronunciamos, 
mandamos y firmamos.

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me confiere 
el artículo 3 ° de la Orden del Ministerio de Defensa número 
54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus propios 
términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 6 de septiembre de 1984.—P. D., el Director general 

de Personal, Federico Michavila Pallarés.
Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Ejér­

cito (JEME).

24072 ORDEN 111/01883/1984, de 6 de septiembre, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia de 
la Audiencia Nacional, dictada con fecha 20 de fe­
brero de 1984, en el recurso contencioso-administra­
tivo interpuesto por don Miguel García Zahonero 
ex Cabo de Infantería.

Excmo. Sr : En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Quinta de la Audiencia Na­
cional, entre partes, de una, como demandante, don Miguel 
García Zahonero, quien postula por sí mismo, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defendi­
da por el Abogado del Estado,' contra resoluciones del Ministerio 
de Defensa de 17 de mayo de 1982, se ha dictado sentencia con 
fecha 20 de febrero de 1984, cuya parte dispositiva es como 
sigue:

«Fallamos: Que rechazando el motivo de inadmisibilidad pro­
puesto y estimando el recurso contencioso-administrativo inter­
puesto por don Miguel García Zahonero, contra resolución del 
Ministerio de Defensa de 17 de mayo de 1982, desestimatoria del 
recurso de reposición promovido frente a la de 26 (Orden del 
27), de noviembre de 1981 en cuanto por ella, en aplicación al 
recurrente de los beneficios del Real Decreto-ley 6/1978, se 
determinó que de haber continuado en activo, habría alcanza­
do por antigüedad el empleo de Cabo primero, debemos anular 
y anulamos las expresadas resoluciones impugnadas, por su dis­
conformidad a derecho, en cuanto a la referida determinación 
y sus consecuencias fijando como tal empleo el de Capitán, con 
las consecuencias legales inherentes a esta nueva determina­
ción; sin imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, testimono de la cual será 
remitido en su momento a la oficina de origen a los efectos 
legales, junto con el expediente en su caso, lo pronunciamos, 
mandamos y firmamos.

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1850, y en uso de las facultades que mo confie­
re el articulo 3." de la Orden del Ministerio de Defensa número 
54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus pro- 
.pios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años,
Madrid, 6 de septiembre .de 1984.—P. D., el Director general 

de Personal, Federico Michavila Pallarés.
Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Ejér­

cito (J.E.M.E.).


